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I. Recursos en la Jurisdicción Civil



1. Recursos del orden jurisdiccional civil






1.1. Concepto, clases, dimensión constitucional y regulación legal de los recursos civiles


 Concepto

Medios de impugnación por los que se pide un nuevo examen de la cuestión fáctica o jurídica que ya ha sido decidida por una resolución todavía no firme. 

No obstante, en un sentido algo más amplio cabe considerar recursos en cuanto medios de impugnación o incidentes impugnativos autónomos, el de revisión, la audiencia al rebelde y el incidente de nulidad de actuaciones posterior a sentencia firme. 

Clases

Ordinarios y Extraordinarios, según se supediten o no por la ley a motivos tasados o se limiten a determinadas resoluciones. Son ordinarios los recursos de reposición, apelación y queja; y extraordinarios el de casación, extraordinario por infracción procesal (eliminado con efecto 20-3-2024 por RDL 6/2023), sin perjuicio de situaciones de transitoriedad, y el de revisión de sentencias firmes, aunque en rigor este último no es un verdadero recurso. 

Devolutivos y no devolutivos, según se resuelvan por el órgano superior al que dictó la resolución impugnada o por el mismo órgano. Es no devolutivo el recurso de reposición, y aun no siendo un verdadero recurso, el incidente de nulidad de actuaciones. Son devolutivos los demás. 

No tiene fácil encaje en las clasificaciones tradicionales el recurso directo de revisión ante el Tribunal contra determinadas resoluciones de los Letrados de la Administración de Justicia, que se instaura en el nuevo diseño de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, ya que el Tribunal que lo resuelve no es superior de quien dictó la resolución recurrida —el Letrado de la Administración de Justicia—, sin embargo de la naturaleza claramente procesal —no administrativa— tanto de la resolución como del recurso. 

Dimension constitucional del derecho a los recursos

El Tribunal Constitucional ha reiterado que en el orden civil la Constitución no autoriza directamente un derecho al recurso, ni siquiera al de apelación. Se trata, pues, de una materia de legalidad ordinaria cuya interpretación por los Tribunales solo podrá ser corregida por vía de recurso de amparo si se traduce en una denegación arbitraria, ilógica o injustificable del acceso al recurso de que se trate (SSTC 230/1993 de 12 de julio de 1993 y 37/1995 de 7 de febrero de 1995). Por lo tanto, ha de considerarse superada la anterior doctrina del Tribunal Constitucional que con base en el art. 24 CE propugnaba una interpretación favorable al acceso al recurso (STC 211/1996 de 17 de diciembre de 1996). 

Regulación legal

La LEC regula los recursos dentro del Libro II (De los procesos declarativos), Título IV (De los recursos), en los arts. 448 y ss. LEC, al margen de especialidades en cada incidente. 

Consta el Título de siete capítulos, en los que se abordan las disposiciones generales sobre los recursos, el recurso de reposición y de revisión contra las resoluciones de los Letrados de la Administración de Justicia, apelación, casación y queja. 

La redacción original de la LEC mantuvo el diseño anterior de la mayoría de los recursos, aunque se modificaron los supuestos en los que era admisible, su trámite y algún aspecto como la diferente interposición. Por lo demás, se introducían algunos recursos nuevos, como el extraordinario por infracción procesal, atribuido a las Salas de lo Civil de los Tribunales Superiores de Justicia, o en interés de la ley, que correspondía al Tribunal Supremo. 

Como novedades más significativas destacaban las siguientes: 


	
• Desaparición del efecto suspensivo de algunos recursos, consecuencia de la ampliación de las posibilidades de ejecución provisional. 

	
• Introducción de dos nuevos recursos, el extraordinario por infracción procesal y el recurso en interés de la ley, posteriormente suprimidos por la reforma procesal del RDL 5/2023. 

	
• Supresión del denominado recurso de súplica, procediendo en todas las instancias el de reposición, que debía interponerse en el plazo de cinco días. 

	
• Desaparición de la diferenciación de recursos de apelación (de un lado, apelación en los juicios verbales y de cognición, y de otro, apelaciones en los demás casos) contemplando la Ley una tramitación única. 

	
• Acceso universal al recurso de apelación, excepción hecha de las sentencias recaídas en los juicios verbales por razón de la cuantía que no supere los 3.000 euros (incorporada por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal). Recuérdese que en el sistema de la LECiv 1881 no cabía recurso de apelación contra las sentencias dictadas en los juicios verbales que resolvían acciones personales basadas en derechos de crédito (cfr.: art. 732 LECiv 1881), limitación que se suprimió en el régimen procesal instaurado por la LEC, y se recupera con la meritada Ley de agilización procesal para las sentencias dictadas en juicios verbales por cuantía que no exceda de 3.000 euros, cuya posibilidad de impugnación resulta vedada.

	
• Modificación de la regulación del recurso de casación, suprimiéndose la exigencia de depósito del art. 1703 LECiv 1881, simplificándose notablemente los motivos, con introducción de una figura genérica, el "interés casacional", que permitía que el propio TS valorara ad limine la importancia de la cuestión jurídica a examinar. 



Después de promulgada la LEC, la reforma de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, para la implantación de la nueva Oficina judicial, consecuencia de la novedosa atribución de competencias procesales a los Letrados de la Administración de Justicia, por un lado, estableció un sistema de recursos contra las resoluciones dictadas por los mismos, en la forma de recurso de reposición, con carácter general, cuando se interponga ante el Letrado de la Administración de Justicia que dictó la resolución impugnada, y de revisión judicial ante el Tribunal, en determinados supuestos previstos por la ley; y por otro lado, en la línea de la citada reforma de reducir el papel del Juez al momento último de la tramitación, desvinculando lo procesal de lo jurisdiccional, la admisión de los recursos de reposición se atribuyó a los Letrados de la Administración de Justicia (nuevo art. 453.1 LEC) y lo mismo la decisión de tener por interpuestos los recursos devolutivos cuando se consideren conformes a la ley (art. 458.3 LEC para la apelación y art. 479.2 LEC para el recurso de casación). 

La siguiente modificación legislativa en esta materia se aprobó mediante la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal (aplicable a los recursos entablados en procesos incoados desde el 31-10-2011), que introdujo otras tres modificaciones, en sede de recursos devolutivos:


	
• Como ya se ha adelantado, se excluye el recurso de apelación en los juicios verbales por razón de la cuantía cuando ésta no supere los 3.000 euros.

	
• Se suprime el trámite de preparación de los recursos devolutivos (apelación, extraordinario por infracción procesal y casación), de forma que los mismos se anuncian y formalizan en un solo escrito. También desaparece el trámite de preparación en el recurso de queja y la obligada solicitud de reposición, que ha de pedirse en el plazo de cinco días, y de resultar desestimada, remitir los testimonios ante el órgano competente. Este recurso de carácter subsidiario deberá interponerse en el plazo de diez días, aunque el plazo de la resolución del órgano ad quem seguirá siendo de cinco días y contra este pronunciamiento seguirá sin proceder ulterior recurso (art. 495.3 LEC).

	
• En cuanto al recurso de casación, se procede a una modificación mediante la actualización de la cuantía mínima para recurrir en casación, que pasa a ser 600.000 euros.



Ulterior hito legislativo constituyó el RDL 5/2023, el cual introdujo novedades relevantes en la casación civil, entre las que destacan las siguientes:


	
• Se pone fin a la duplicidad de recursos desapareciendo de facto el recurso extraordinario por infracción procesal, aunque no se suprime expresamente de la LEC hasta el RDL 6/2023.

	
• El interés casacional se erige en el eje de la nueva casación, tanto para las infracciones sustantivas como para las procesales.

	
• El Tribunal Supremo decidirá sobre la admisión sin oír a las partes.

	
• En los casos de denuncia de la infracción de doctrina consolidada de la Sala, el Tribunal Supremo podrá resolver por auto y devolver el asunto a la Audiencia Provincial para que dicte nueva sentencia.



La citada reforma de la casación civil entró en vigor al mes de su publicación en el BOE (esto es, el 29 de julio de 2023). De conformidad con el régimen transitorio, la nueva regulación del recurso de casación civil sólo es aplicable a los recursos que se interpongan contra las resoluciones dictadas a partir de su entrada en vigor.

Finalmente, como se desarrollará más adelante, vuelve a modificarse el tratamiento de los recursos civiles mediante RDL 6/2023, aplicable a los procesos incoados desde el 20-3-2024.









  Disposiciones generales relativas a los recursos 








1.2. Disposiciones generales relativas a los recursos 


 Dentro del capítulo de las disposiciones generales se recogen dos principios básicos, el derecho a recurrir (art. 448 LEC) y la posibilidad de desistimiento de los recursos (art. 450 LEC), y una norma específica sobre el derecho a recurrir en casos especiales (art. 449 LEC). 

Derecho a recurrir

El derecho a recurrir se recoge como principio general estableciendo que "contra las resoluciones de los Tribunales y Letrados de la Administración de Justicia que les afecten desfavorablemente, las partes podrán interponer los recursos previstos en la ley" (art. 448.1 LEC).

La Ley de Enjuiciamiento Civil establece dos requisitos de carácter positivo para que exista el derecho al recurso: 

1. Sólo pueden interponer los recursos "las partes", y "contra las resoluciones que les afecten desfavorablemente". 

En consecuencia, están legitimados para recurrir aquellos que ocupen una doble posición: 


	
•  Ser parte, bien como: 
	
— Partes activas: personadas en el proceso, con independencia de la posesión que ostenten (recursos contra resoluciones interlocutorias) u ostestaran (recurso de apelación) en el mismo; 

	
—  Partes potenciales: no comparecen en el proceso pudiendo hacerlo, como el litigante en rebeldía. 

	
—  En los supuestos de litisconsorcio, cualquiera de los intervinientes cuando se trate de recursos que procedan contra las resoluciones que estime perjudiciales a su interés, aunque las consienta su litisconsorte (art. 13.3 LEC). 





	
•  Ser parte agraviada, porque las resoluciones judiciales les afectan desfavorablemente, produciéndoles un perjuicio o lesionando un interés legítimo.    



2. El derecho de acceso a los recursos comprende sólo el derecho de las partes a interponer "los recursos previstos en la ley". Por lo tanto: 


	
•  No basta que se trate de una parte del proceso y que la resolución le cause un perjuicio o lesione un interés legítimo sino que es preciso también que contra la resolución quepa interponer recurso por estar previsto así en la ley, existiendo resoluciones contra las que no cabe interponer recurso alguno. 

	
•   El derecho al recurso está condicionado a que se cumplan los presupuestos y requisitos exigidos legalmente, correspondiendo a los órganos judiciales ordinarios decidir en cada caso sobre el cumplimiento o no de estas exigencias. 



[La inadmisión de un recurso no supone, en principio, vulneración del derecho a la tutela judicial si el recurrente incumple los presupuestos y requsitos legalmente establecidos; sin embargo, no debe rechazarse un recurso defectuosamente interpuesto o formalizado sin dar previamente oportunidad a la subsanación de los defectos advertidos, siempre que no tengan origen en una actitud negligente o maliciosa del interesado y no dañe la legalidad del procedimiento ni los intereses de la otra parte. ]


En particular, el plazo debe considerarse un requisito cuya omisión es insubsanable, pues representa el principio de igualdad de las partes, de preclusión y de seguridad jurídica. 

Para poder recurrir es preciso que el recurso se interponga en plazo, que se cuenta desde el día siguiente al de la notificación de la resolución, o en su caso, a la notificación de la aclaración de la resolución recurrible o de la denegación de la aclaración. Sobre esta cuestión se dispone con carácter general que "al notificarse la resolución a las partes se indicará si la misma es firme o si cabe algún recurso contra ella, con expresión, en este último caso, del recurso que proceda, del órgano ante el que debe interponerse y del plazo para recurrir" (art. 208.4 LEC). 

Por lo tanto, no tiene la consideración de recurso la solicitud de aclaración del art. 214 LEC, que nunca puede modificar la resolución dictada, pues se limita a aclarar algún concepto oscuro o a corregir errores materiales; pero hasta que no se dicte auto de aclaración o de denegación de ésta, y se notifica, no comienza el cómputo del plazo para recurrir (art. 448.2 LEC). 

Derecho a recurrir en casos especiales

Se recogen normas específicas para los supuestos en que el recurso sólo es admisible previo aseguramiento por parte del recurrente del resultado de la resolución recurrida, mediante consignación o depósito: procesos que llevan aparejado lanzamiento, procesos derivados de la circulación de vehículos de motor, y procesos en que se pretenda la condena al pago de cantidades debidas por un propietario a la comunidad de vecinos (art. 449 LEC).

Procesos que llevan aparejado el lanzamiento

No se admiten al demandado los recursos de apelación o casación si, al interponerlos, no manifiesta, acreditándolo por escrito, tener satisfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deba pagar adelantadas (art. 449.1 LEC). 

A propósito de la exigencia de consignación, existe una reiterada doctrina del Tribunal Constitucional, que si bien se dictó bajo la vigencia de la antigua Ley de Enjuiciamiento Civil, es plenamente aplicable a la nueva regulación, y de la que es ejemplo la STC 204/1998 de 26 de octubre de 1998, que establece en su fundamento de derecho segundo: 


«Este Tribunal, en una reiterada y consolidada doctrina, de la que son muestra las SSTC 59/1984, 104/1984, 90/1986, 46/1989, 49/1989, 62/1989, 121/1990, 31/1992, 51/1992, 87/1992, 115/1992, 130/1993, 214/1993, 344/1993, 346/1993, 249/1994, 100/1995 y 26/1996, ha declarado que el requisito del pago o consignación de las rentas vencidas al tiempo de la interposición del recurso, o de las que vayan venciendo durante su tramitación, que se establecía en el derogado art. 148 LAU de 1964, y que en la actualidad se regula en los arts. 1566 y 1567 LEC (en la redacción dada por la Ley 29/1994, de 24 de noviembre), no constituye un formalismo desproporcionado contrario al derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE, en su vertiente de derecho de acceso a los recursos legalmente establecidos. Por el contrario, representa una exigencia esencial para el acceso y la sustanciación de los recursos, cuya finalidad es la de asegurar los intereses del arrendador que ha obtenido una sentencia favorable para evitar que el arrendatario se valga del sistema de recursos que la ley le concede, como medio para continuar en el goce o uso del inmueble arrendado sin satisfacer la contraprestación obligacional de la prestación locativa, convirtiendo el recurso en una maniobra dilatoria del lanzamiento en perjuicio del arrendador. 

En atención a ello, este Tribunal ha estimado que la interposición de un recurso sin que al tiempo de hacerlo, o dentro del plazo de interposición, se hubiera pagado o consignado el importe de las rentas vencidas, puede suponer la omisión de un requisito esencial e insubsanable, que determina la existencia de una causa legal de inadmisibilidad del recurso que no resulta contraria al derecho a la tutela judicial efectiva. 

Asimismo, al ser el requisito del pago o consignación de rentas para recurrir previsto en el derogado art. 148.2 LAU 1964 (y en la actualidad en los arts. 1566 y 1567, párrafo 1.º, LEC), una materia de orden público y, por tanto, de carácter imperativo, escapa al poder dispositivo de las partes y del órgano judicial, por lo que su cumplimiento debe ser controlado y revisado de oficio por los Tribunales al resolver los recursos para cuyo conocimiento son competentes. Por ello, el Tribunal ad quem tiene facultades para fiscalizar y revisar la decisión del órgano a quo, cuando éste haya admitido indebidamente el recurso pese a la falta de un requisito imperativo y de orden público como es el estar al corriente en el pago de la renta que la norma procesal establece como requisito esencial e insubsanable para la admisión del recurso (STC 104/1984, fundamento jurídico 3.º, y STC 90/1996, fundamento jurídico 2.º).» 



Entendiendo, por otra parte, que no ofrece duda que dicha exigencia no constituye un mero requisito formal, sino un presupuesto de obligado cumplimiento para la admisión de recursos devolutivos, «no siendo susceptible por ello de posible subsanación una vez transcurrido aquel plazo, a diferencia del simple hecho de la acreditación del pago o consignación, que, si no se acompaña al escrito el resguardo correspondiente, podrá ser subsanado, tal y como se ha venido declarando reiteradamente por la doctrina jurisprudencial (SSAP de Cantabria de 10 de enero de 2000, de Pontevedra de 11 de febrero de 2000 y de Ciudad Real de 12 de abril de 2000, entre otras muchas); de donde el pago o, en su caso, la consignación del importe de las rentas adeudadas ha de ser previo o simultáneo a la presentación del escrito de preparación del recurso de apelación a que se refiere el artículo 457 (o como muy tarde habrá de tener lugar antes del transcurso de los cinco días que se establecen para la preparación del referido recurso), pues se exige que, al prepararlo, se acredite por escrito "tener satisfechas las rentas"» (SAP Segovia de 31 de julio de 2006, rec. 211/2006) 

Como señala la SAP Pontevedra, Secc. 1.ª, de 26 de abril de 2006, rec. 197/2006, aunque la propia norma prevé la subsanación del defecto cometido por la omisión del expresado requisito legal, de acuerdo con lo prevenido en el art. 449.6 LEC, en relación con el art. 231 LEC, ello es posible siempre que el obligado haya manifestado su voluntad de cumplir tal exigencia, y esta posibilidad de sanación ha de ser interpretada a la luz de la doctrina constitucional sobre la materia, conforme a la cual hay que distinguir entre la falta de pago o consignación en el momento oportuno, que constituye un defecto insubsanable, y la falta de acreditación de dichos actos que admite subsanación (SSTC 214/1993 de 28 de junio y 100/1995 de 20 de junio), de suerte que, si bien cabe subsanar la falta de acreditación documental del cumplimiento en plazo del requisito expresado, no es posible sanación alguna cuando la consignación o el pago no se ha hecho tempestivamente o se ha realizado en cuantía desproporcionadamente insuficiente. 

TÉNGASE EN CUENTA: Los términos del precepto exigen el cumplimiento del requisito en todos los procesos que lleven aparejado el lanzamiento y no sólo en los de desahucio por falta de pago (SAP Burgos, Secc. 2.ª, de 22 de junio de 2006, rec. 252/2006). 


Procesos derivados de la circulación de vehículos de motor

Conforme a lo establecido en el art. 449.3 LEC no se admiten al condenado a pagar la indemnización los recursos de apelación o casación, si, al interponerlos, no acredita haber constituido depósito del importe de la condena más los intereses y recargos exigibles en el establecimiento destinado al efecto. Dicho depósito no impide, en su caso, la ejecución provisional de la resolución dictada. 

Es sabido que lo subsanable es la falta de acreditación del pago o consignación, como requisito de orden formal, siempre que concurra el otro, es decir, que se haya hecho el abono o la consignación en plazo, presupuesto de admisibilidad del recurso esencial, insoslayable y no subsanable (SSTC 46/1989 de 21 de febrero de 1989, 121/1990 de 2 de julio de 1990, 51/1992 de 2 de abril de 1992, 87/1992 de 8 de junio de 1992 y 214/1993 de 28 de junio de 1993). 

Cierto que el apartado 6 del citado art. 449 LEC, dispone que en los casos de los apartados anteriores, antes de rechazar o declarar desierto el recurso, se estará a lo dispuesto en el art. 231 LEC en cuanto a la acreditación documental del cumplimiento de los requisitos exigidos. Y el art. 231 LEC alude a la obligación del Tribunal y el Letrado de la Administración de Justicia de cuidar de que puedan ser subsanados los defectos en que incurran los actos procesales de las partes. 

TÉNGASE EN CUENTA: La posibilidad de subsanación se refiere exclusivamente a acreditar que dicho depósito ya se ha realizado en tiempo y forma, sin que faculte para realizarlo tardíamente, transcurrido ya el plazo para preparar el recurso de apelación. Tal es la doctrina del Tribunal Constitucional (que aunque referida a materia específica de procesos arrendaticios, resulta perfectamente aplicable), recogida en la STS de 19 de julio de 2001, rec. 2692/1997. 


Existencia de condenas solidarias 

En el supuesto habitual en la práctica de condena solidaria del conductor y/o propietario del vehículo junto con la Compañía de Seguros se plantea la duda sobre si ha de consignar cualquiera de los condenados o bien cada uno de los recurrentes ha de hacer individualmente el depósito, puesto que el art. 449.3 LEC no distingue entre asegurador y asegurado cuando se refiere a que "no se admitirán al condenado a pagar la indemnización...". 

La SAP Pontevedra, Secc. 1.ª, de 5 de octubre de 2006, rec. 551/2006, aborda el supuesto en que la parte apelante no ha procedido a realizar, por sí misma, el preceptivo depósito y la cuestión se centra en si el pago realizado por otro codemandado puede surtir el mismo efecto, entendiendo cumplido el requisito de depósito exigido por el art. 449.3 LEC, por cuanto el hecho mismo de la tramitación y resolución del recurso en nada perjudica a la parte apelada que ya ha percibido la cantidad que por principal e intereses ha aportado la aseguradora del apelante. 


Cuestión distinta es la existencia de intereses contrapuestos entre los codemandados, en cuyo caso parece que debieran exigirse tantas consignaciones como recurrentes haya.  



Piénsese en el caso de la Aseguradora que invocara una causa de exclusión de la cobertura que no hubiera sido apreciada en la instancia, de tal manera que si el recurso prosperase y dejara sin efecto el pronunciamiento de condena respecto de ella el otro codemandado habría podido recurrir sin consignar ni garantizar sus responsabilidades.

Consignación del Consorcio de Compensación de Seguros. 

En los procedimientos derivados de la circulación de vehículos a motor se plantea si el Consorcio de Compensación de Seguros está obligado o no a formalizar el depósito previsto en el art. 449.3 LEC. A este respecto, hay que tener en cuenta que el art. 12 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, establece que el Estado y sus Organismos autónomos, así como las entidades públicas empresariales, los Organismos públicos regulados por su normativa específica dependientes de ambos y los órganos constitucionales, estarán exentos de la obligación de constituir los depósitos, cauciones, consignaciones o cualquier otro tipo de garantías previsto en las leyes. 

Por otro lado, conforme al art. 1 del Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, el Consorcio se constituye como una entidad pública empresarial de las previstas en el art. 84.1.a) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, dotada de patrimonio distinto al del Estado, que ajustará su actividad al ordenamiento jurídico privado. 

En el Derecho práctico se mantienen tres posturas en la doctrina de las Audiencias Provinciales: 


	
•   El Consorcio está exento de la obligación de constituir depósito por su condición de entidad pública empresarial, al amparo del art. 12 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas. En este sentido, SAP Barcelona, Secc. 16.ª, de 25 de enero de 2006, rec. 711/2005; SAP Salamanca  de 18 de mayo de 2005, rec. 240/2005; SAP Almería, Secc. 1.ª, de 20 de enero de 2004, rec. 362/2003; SAP Sevilla, Secc. 5.ª, de 7 de julio de 2003, rec. 3076/2003; y SAP Granada, Secc. 4.ª, de 16 de abril de 2002, rec. 775/2001. 

	
•   El Consorcio no está exento de la consignación partiendo del principio de que la exoneración de cargas procesales en favor del Estado u organismos públicos estatales requiere un precepto legal que expresamente lo establezca, y en el caso del Consorcio, considerándolo como equiparable, en principio, a las entidades privadas, resulta que cuando se ha querido establecer una excepción se ha hecho expresamente (como lo relativo a los intereses a cargo del Consorcio), no siendo suficiente con una norma genérica y global, como la Ley 52/1997 de 27 de noviembre, declarada en vigor por la disposición derogatoria única LEC, que en la materia en cuestión debe ser considerada ley especial. Es éste el criterio mayoritario que siguen, entre otras, las SAP Jaén, Secc. 1.ª, de 3 de junio de 2005, rec. 168/2005; SAP Cádiz, Secc. 4.ª, de 2 de marzo de 2005, rec. 157/2004; SAP Zamora, Secc. 1.ª, de 4 de febrero de 2005, rec. 6/2005; SAP Palma de Mallorca, Secc. 4.ª, de 31 de marzo de 2004, rec. 467/2003; SAP Málaga, Secc. 4.ª, de 16 de enero de 2004, rec. 518/2003; y SAP Las Palmas, Secc. 3.ª, de 17 de septiembre de 2003, rec. 45/2003. 

	
•   Una tercera postura no exige la consignación cuando el Consorcio actúa con fondo de garantía, pero sí cuando lo hace como aseguradora en régimen de igualdad con el resto de Compañías privadas. Así, en la SAP León, Secc. 2.ª, de 18 de abril de 2005, rec. 2/2005. 



Procesos de reclamación de deudas por la Comunidad de Vecinos a un copropietario

No se admiten al condenado el recurso de apelación o casación si, al interponerlos, no acredita tener satisfecha o consignada la cantidad líquida a que se contrae la sentencia condenatoria. La consignación de la cantidad no impide, en su caso, la ejecución provisional de la resolución dictada (art. 449.4 LEC).

De esta exigencia legal, es subsanable la justificación o acreditación documental de haberla cumplido en tiempo, pero, no lo es, el cumplimiento tardío de la misma; porque sería tanto como prorrogar, de hecho, un plazo que es improrrogable, para el cumplimiento de un requisito legal exigido para acceder al recurso, el que tiene que producirse de acuerdo con la ley, lo cual es acorde con el derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24 CE (SAP Burgos, Secc. 3.ª, de 12 de marzo de 2004, rec. 77/2004). 

A tal efecto, el art. 449.6 LEC en relación al art. 231 LEC, permite la subsanación de los actos procesales, que en lo relativo al supuesto procesal, se concreta a la acreditación documental de la consignación o abono, pero no se extiende al cumplimiento mismo del requisito de admisibilidad del recurso. Puede subsanarse la acreditación, justificación o prueba documental de haberse realizado en tiempo la consignación, pero no el cumplimiento tardío o extemporáneo de la condición jurídica misma, pues sería tanto como prorrogar un plazo improrrogable para su cumplimiento —art. 134 LEC— (SAP Vizcaya, Secc. 3.ª, de 23 de marzo de 2004, rec. 271/2003). 

Existencia de codemandados

Acerca del depósito para recurrir en los casos en los que haya más de un condenado que se proponga recurrir y prepare efectivamente el recurso la SAP Madrid, Secc. 10.ª, de 12 de mayo de 2004, rec. 177/2003, siguiendo la orientación de la jurisprudencia menor, se inclina por entender suficiente una única consignación, con cita de la SAP Guipuzcoa, Secc. 3.ª, de 4 de febrero de 1994 (LA LEY 1483/1994), que con fundamento en la unicidad de la deuda mantuvo que la consignación efectuada por un condenado solidario aprovecha a los demás: «...por lo que incumbe dicha obligación a todo condenado en primera instancia, si bien, una vez hecha la consignación por cualquiera de los condenados solidarios, dicha consignación o depósito beneficiará a todos los condenados solidarios, porque la deuda es una aunque sean varios los obligados solidariamente al pago...»; sin perjuicio de exigir tantas consignaciones como recurrentes haya cuando entre ellos puedan apreciarse intereses contrapuestos. 

Referencia al beneficio de justicia gratuita

El art. 6 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, refiriéndose al contenido material del derecho de asistencia jurídica gratuita, contempla en su punto 5 la exención del pago de los depósitos necesarios para la interposición de un recurso pero su contenido se refiere a los depósitos que la ley exige para el ejercicio del derecho al recurso y en beneficio del Estado. 

El beneficio de justicia gratuita no abarca, sin embargo, aquellos desembolsos que, en forma de consignación o depósito, se establecen en garantía de derechos de la parte contraria, como son las cauciones en las medidas cautelares (que garantizan el derecho del que sufre las medidas a ser resarcido por los perjuicios que le causen), o las consignaciones de cantidades que han sido objeto de condena en determinados procedimientos (los que llevan aparejado lanzamiento, procesos derivados de la circulación de vehículos de motor, y procesos en que se pretenda la condena al pago de cantidades debidas por un propietario a la comunidad de vecinos). 


Y es que esas consignaciones tienden a asegurar, no la seriedad del recurso o de la actuación procesal, sino el derecho de la parte contraria a cobrar, nada más resuelto el recurso, las cantidades que se le adeudan.



 En esta orientación se inscriben, entre otras, SAP Cantabria, Secc. 4.ª, de 9 de enero de 2004, rec. 339/2003; SAP Lérida, Secc. 2.ª, de 8 de marzo de 2006, rec. 47/2006; SAP Pontevedra, Secc. 1.ª, de 26 de abril de 2006, rec. 197/2006; SAP Valencia, Secc. 7.ª, de 28 de diciembre de 2005, rec. 838/2005; SAP Madrid, Secc. 20.ª, de 17 de junio de 2005, rec. 63/2005; SAP Guipúzcoa, Secc. 1.ª, de 23 de febrero de 2005, rec. 1330/2004; SAP Oviedo, Secc. 1.ª, de 2 de marzo de 2004, rec. 65/2004; SAP Álava, Secc. 1.ª, de 6 de febrero de 2006, rec. 26/2006; o AAP Barcelona, Secc. 4.ª, de 26 de octubre de 2005, rec. 705/2005; AAP Castellón, Secc. 1.ª, de 3 de octubre de 2005, rec. 112/2005; AAP Almería, Secc. 3.ª, de 17 de enero de 2005, rec. 367/2004. 

No obstante, con variadas argumentaciones, hay pronunciamientos contradictorios de la doctrina de las Audiencias Provinciales: 

Así, el AAP Burgos de 9 de julio de 2001, rec. 316/2001, en proceso derivado de la circulación de vehículos de motor, apunta que la no disponibilidad de medios económicos puede eximir a una persona de hacer las consignaciones que la Ley establece para recurrir, como se señala en el art. 6.5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. Ahora bien, para que ello sea así, es necesario que quien quiera beneficiarse de dicha exención, haya obtenido el reconocimiento del derecho de justicia gratuita. 

Participa también de este criterio favorable a la exención la SAP Cuenca de 29 de diciembre de 2004, rec. 230/2004, para la que:

"el reconocimiento del beneficio de justicia gratuita al recurrente...conlleva —ex art. 6 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita— la exención de la obligación de constituir depósito judicial alguno para interponer cualquier recurso, de modo que no procede la aplicación del art. 449.1 de la LEC 2000, estando en consecuencia facultado el recurrente para preparar e interponer el recurso de apelación sin necesidad de tener satisfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deban pagar por adelantado".


El AAP Cáceres, Secc. 1.ª, de 9 de diciembre de 2005, rec. 468/2005, señala que la clave no es otra que la interpretación que haya de entenderse por "exención del pago de depósitos necesarios para la interposición de recursos" del art. 6.5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y concluye que: 

"a la citada expresión hay que darle un sentido amplio, y ponerlo en relación con lo que sobre este particular se establece en el núm. 1 del art. 449 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de que "en los procesos que lleven aparejado el lanzamiento no se admitirá al demandado el recurso de apelación si, al prepararlo, no acredita tener satisfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato haya de pagar anticipadamente", es decir, depósito necesario será sinónimo del que corresponde al pago de las rentas vencidas y las que haya de pagar por adelantado. En consecuencia, si el art. 6.5 de la Ley 1/1996, de 10 de Enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, exime del pago de depósitos necesarios, éstos no pueden ser otros que el que realice el demandado sobre las rentas que quedan por pagar y las que deba de abonar adelantadamente. Siendo así que el único depósito necesario para poder recurrir la sentencia que lleva aparejado el lanzamiento de la vivienda no es otro que la consignación de las rentas que debiere y que de esta obligación le exonera el apartado 5 del art. 6 de la Ley anteriormente referida, no ha lugar a la distinción realizada por el juzgador de instancia en el auto recurrido en lo referente al pago de depósitos necesarios y pago de rentas de la vivienda, porque tal distinción nos llevaría a una situación injusta y contraria a los principios de la tutela judicial efectiva consagrada en el art. 24 de nuestra Carta Magna, y que es, precisamente, lo que la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita quiere evitar, el que una situación económica de una persona suponga un obstáculo para poder tener acceso y posibilidad a los recursos de los que se pueda valer".


Y en la SAP Guadalajara, Secc. 1.ª, de 2 de marzo de 2004, rec. 44/2004, se afirma que: 

"aunque se dedujo y estimó en la instancia una pretensión de desahucio por falta de pago, la cual obviamente lleva aparejado el lanzamiento, no es menos cierto que, conforme reconoce la propia parte apelada, el pronunciamiento que dio lugar al desahucio no fue objeto de recurso por la adversa y consiguientemente ganó firmeza; hallándonos ante un caso peculiar, en el que lo que se impugna no es la extinción del vínculo arrendaticio sino la condena al pago de las rentas y cantidades debidas, por cuanto tal pedimento no fue interesado en la demanda, por lo que se invoca que la sentencia que concedió algo que no había sido pedido por la actora incurrió en vicio de incongruencia y causó indefensión al demandado, circunstancia excepcional que justifica que se proceda al examen de dicha alegación, sin exigir al impugnante la previa consignación para recurrir, pues lo contrario no dejaría al mismo más vía que la de acudir al recurso de amparo constitucional; considerando este Tribunal que la exigencia de dicho requisito no puede llevarse al extremo de cerrar el acceso a los recursos ordinarios que, lejos de pretender un mero efecto dilatorio como el que pretende evitar la norma, intentan solventar situaciones de indefensión o vulneraciones del principio de congruencia como la puesta de manifiesto en la hipótesis enjuiciada".


Formas de constitución del depósito o consignación


Como opción legal a la constitución de la garantía en metálico, permite el art. 449.5 LEC el aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca, o cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad consignada o depositada.



En cuanto a la primera alternativa, aval denominado también "a primera solicitud" o "a primera demanda", la STS de 10 de noviembre de 1999, rec. 744/1995, recogiendo doctrina anterior, establece que el garante no puede oponer al beneficiario que reclama el pago otras excepciones que las que deriven de la garantía misma, siendo suficiente la reclamación del beneficiario frente al garante para entender que el obligado principal no ha cumplido, si bien en aras del principio de buena fe contractual (art. 1258 CCiv) se permita al garante, caso de contienda judicial, probar que el deudor principal ha pagado o cumplido con la consiguiente liberación de aquél.

En cuanto a la segunda posibilidad, que el depósito o consignación se pueda realizar por cualquier otro medio que a juicio del Tribunal garantice la inmediata disponibilidad de la cantidad consignada o depositada, obedece a doctrina constitucional mantenida entre otras en STC 84/1992, de conformidad con la exigencia de utilizar la alternativa menos gravosa al libre ejercicio de los derechos fundamentales, la de ofrecer al recurrente la posibilidad de eludir el depósito en metálico, mediante la prestación de otras garantías que aseguren los fines de la caución, tales como el aval bancario, siempre y cuando permitan la inmediata realización del ulterior derecho de crédito, una vez que la sentencia de condena sea firme. 

Desistimiento en los recursos

Es una manifestación de voluntad hecha por el recurrente anunciando su deseo de abandonar el recurso que instó y sus correspondientes efectos. 

La LEC dispone que "todo recurrente podrá desistir del recurso antes de que sobre él recaiga resolución" (art. 450.1 LEC).

Sujetos 

Es el recurrente, que puede ser actor o demandado en el pleito principal. 

Forma 

Puede ser: 


	
•  Expreso: 
	
—  Por escrito. 

	
—  Firmado por Letrado y Procurador, si la intervención es preceptiva. 

	
—  Acompañando poder especial del Procurador (art. 25.2 LEC). 





	
•  Tácito, previsto: 
	
—  Para el recurso de apelación "si el apelante no presenta el escrito de interposición dentro de plazo", en cuyo caso "quedará firme la resolución recurrida" y se "impondrá al apelante las costas causadas, si las hubiere" (art. 458.2 LEC). 

	
—  Para el recurso de casación, "dentro de los cinco días siguientes a la resolución que tenga por interpuesto el recurso, el LAJ remitirá todos los autos originales al tribunal competente para conocer del recurso de casación, con emplazamiento de las partes por término de treinta días", y "si el recurrente no compareciere dentro del plazo señalado, el letrado o letrada de la Administración de Justicia declarará desierto el recurso y quedará firme la resolución recurrida" (art. 482.1 LEC). 

	
—  En los procesos que llevan aparejado el lanzamiento, si el demandado recurrente no abona las rentas que venzan o deban anticiparse, durante la tramitación de los recursos de apelación o casación (art. 449.2 LEC). 







Efectos 


	
•  En el supuesto de un único recurrente: son la firmeza de la sentencia de instancia y la plena producción de sus efectos. 

	
•  En el supuesto de ser varios recurrentes: Si sólo alguno o algunos de ellos desisten, la resolución recurrida no será firme en virtud del desistimiento, pero se tendrán por abandonadas las pretensiones de impugnación que fueren exclusivas de quienes hubieren desistido (art. 450.2 LEC). 










  El depósito para recurrir 








1.3. El depósito para recurrir 


 Finalidad y naturaleza jurídica

La Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, incorpora una disposición adicional 15.ª LOPJ que instaura como requisito para la admisión de determinados recursos la constitución de un depósito previo. 

La finalidad confesa en el apartado V del Preámbulo, aunque de dudosa efectividad práctica, es "disuadir a quienes recurran sin fundamento jurídico alguno, para que no prolonguen indebidamente el tiempo de resolución del proceso en perjuicio del derecho a la tutela judicial efectiva de las otras partes personadas en el proceso". 

Pero no parece razonable que alguien que tenga intención de dilatar un proceso vaya a desistir de un recurso porque se le imponga un depósito de "escasa cuantía", que repercutirá en el cliente como un gasto más del proceso.

La justificación real se explica unas líneas más debajo del Preámbulo y en la propia disposición adicional, "Los depósitos perdidos y los rendimientos de la cuenta quedan afectados a las necesidades derivadas de la actividad del Ministerio de Justicia, destinándose específicamente a sufragar los gastos correspondientes al derecho a la asistencia jurídica gratuita, y a la modernización e informatización integral de la Administración de Justicia" (apartado 10), añadiéndose en el apartado siguiente de la norma que "El Ministerio de Justicia transferirá anualmente a cada Comunidad Autónoma con competencias asumidas en materia de Justicia, para los fines anteriormente indicados, el cuarenta por ciento de lo ingresado en su territorio por este concepto, y destinará un veinte por ciento de la cuantía global para la financiación del ente instrumental participado por el Ministerio de Justicia, las Comunidades Autónomas y el Consejo General del Poder Judicial, encargado de elaborar una plataforma informática que asegure la conectividad entre todos los Juzgados y Tribunales de España", es decir, en una red informática única. 

La Ley Orgánica que incorpora tal medida, dispone su vigencia al día siguiente de la publicación en el BOE, esto es, el 5 de noviembre de 2009. Como no hay previsión de derecho transitorio, y las normas procesales no se aplican con carácter retroactivo (cfr.: art. 2 LEC), no será aplicable la exigencia de depósito previo a los recursos y demandas ya presentados al tiempo de su entrada en vigor, pero en los recursos que se interpongan (en su caso, anuncien o preparen, hasta la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, que suprime el trámite de preparación en los recursos) tras su entrada en vigor frente a resoluciones notificadas con anterioridad, será también requisito indispensable para su admisión la constitución del deposito. 

La puesta en práctica de esta previsión legal puede acarrear problemas prácticos, lo que motivó la Instrucción 8/2009 del Ministerio de Justicia, que sin perjuicio del desarrollo reglamentario que pueda llevarse a cabo, fija a los Letrados de la Administración de Justicia las pautas de actuación sobre la operativa a seguir en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones Judiciales en relación a estos ingresos. 

[Aunque su naturaleza jurídica es discutida, mayoritariamente se sostiene que se trata de una sanción procesal que se ingresa anticipadamente, vinculada a la desestimación del recurso. Si el recurso se estima el depósito se devuelve; si por el contrario se desestima, se pierde el depósito, que ingresa en las cuentas del Estado como si se tratara de una multa. ]


No se trata de una exacción fiscal, como la tasa judicial (la tasa se cobra siempre, por el uso del servicio, con independencia del resultado, y no se devuelve en caso de estimación del recurso). De hecho, la exigencia del depósito se declara expresamente compatible con el devengo de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, que recuperó el art. 35 de la Ley 53/2002 de 30 de diciembre, y regula actualmente la Ley 10/2012 de 20 de noviembre.  

La consecuencia necesaria es que los litigantes sujetos a tasa judicial y no exentos, cuando presenten determinados recursos (apelación, extraordinario por infracción procesal y apelación) deberán, por un lado, abonar la correspondiente tasa judicial, por el hecho de promover el ejercicio de la potestad jurisdiccional interponiendo el recurso, y por el otro, consignar un depósito para poder recurrir.

TÉNGASE EN CUENTA: No es dudosa la constitucionalidad de la exigencia de este depósito, dada la configuración legal del derecho al recurso (véase STC 37/1995 de 7 de febrero), pero sí sorprende su vinculación financiera a a las necesidades derivadas de la actividad del Ministerio de Justicia que establece la propia norma. 


La regulación del depósito presenta peculiaridades dependiendo del orden jurisdiccional de que se trate, aunque lo que aquí se exponga es lo que afecta al orden civil. Únicamente señalar en esta sede que la jurisdicción penal queda excluida, aunque no totalmente, porque el depósito será exigible a la acusación popular; y que en el orden social y para el ejercicio de acciones para la efectividad de los derechos laborales en procedimientos concursales están exentos los trabajadores y beneficiarios del régimen público de la Seguridad Social. Sí quedan totalmente excluídas de la obligación de constituir depósito para recurrir las jurisdicciones especiales (militar, contable, constitucional). 

Sujetos obligados

Cualquier recurrente en el orden civil, persona física o jurídica, con independencia de la posición que ocupe en el proceso. Las excepciones son tres, que están exentos de constituir el depósito: 


	
• El Ministerio Fiscal

	
• Las entidades públicas (Estado, Comunidades Autónomas, entidades locales y los organismos autónomos dependientes de todos ellos) cuando son parte en los procesos civiles.

	
• Los litigantes que tengan reconocido el derecho de asistencia jurídica gratuita, al amparo de lo previsto en el art. 6.5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita




La parte recurrida no tiene deber legal de depositar, aunque se oponga al recurso, salvo la duda de la impugnación de la sentencia por quien inicialmente no hubiere recurrido en trámite de oposición del recurso de apelación (art. 461.2 LEC), si se considerase recurso independiente. 



Recursos incluidos y cuantía del depósito

En el orden civil afecta a los siguientes recursos, sin distinguir en función de la cuantía litigiosa: 


	
• Reposición (25 €). 

	
• Revisión de resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia (25 €). 

	
• Apelación (50 €). 

	
• Queja (30 €). 

	
• Extraordinario por Infracción Procesal (50 €). 

	
• Rescisión de sentencia firme a instancia de rebelde (50 €). 

	
• Casación (50 €). 



Se prevé la posibilidad de que la cuantía del depósito pueda ser revisada anualmente, además de actualizada, mediante Real Decreto, lo que ha sido objeto de crítica en algunos foros, pues aparentemente autoriza al Gobierno a modificar las cuantías del depósito (adviértase la sutil diferencia entre actualizar —poner al día— y revisar —someter algo a nuevo examen para corregirlo o enmendarlo—) sin indicación de criterio alguno. 

Recursos excluidos

Se excluyen expresamente de la necesidad de consignación del depósito: 


	
• Recursos contra resoluciones orales (art. 210 LEC). 

	
• Recursos de reposición exigidos por la Ley con carácter previo al recurso de queja (disp. adic. 15.ª apartado 4 LOPJ). Esta previsión carece de sentido desde que la reforma operada por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, suprimió el trámite de preparación en el recurso de queja y la obligada solicitud de reposición (que había de pedirse en el plazo de cinco días, y de resultar desestimada, remitir los testimonios ante el órgano competente), puesto que de conformidad con lo establecido en el art. 495.1 LEC, con arreglo a su nueva redacción, el recurso de queja se interpondrá directamente ante el órgano al que corresponda resolver el recurso no tramitado, en el plazo de diez días desde la notificación de la resolución que deniega la tramitación del recurso.   




Quedan fuera de la obligación de depositar, aunque no se haga mención expresis verbis, otros medios de impugnación o incidentes impugnativos autónomos, como la declinatoria o el incidente de nulidad de actuaciones, y el llamado "recurso de anulación" de laudos arbitrales, respecto del que se destierra su denominación de recurso, técnicamente incorrecta, en la vigente Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 



Particularidades del depósito para recurrir contra resoluciones dictadas por el Letrado de la Administración de Justicia


A tenor de la disp. adic. 15ª.4 LOPJ, no cabe exigir depósito para recurrir en reposición contra resoluciones dictadas por los LAJ; únicamente se puede exigir cuando se recurra en revisión. 



No obstante, a pesar de la literalidad del precepto, por algunos Letrados de la Administración de Justicia, se requiere el pago del depósito para recurrir en reposición las diligencias de ordenación, mientras que por otros no se exige tal pago.

Así, en la practica forense de los distintos Juzgados, en cuanto a las diligencias de ordenación se refiere, nos encontramos con diferente aplicación de la disp. adic. 15ª LOPJ que regula el deposito para recurrir.

Sabemos que el depósito para recurrir se introdujo mediante LO 1/2009, de 3 de noviembre, que entró en vigor el 5 de noviembre de 2009, introduciendo la disp. adic. 15ª LOPJ que, bajo el título Depósito parar recurrir, establecía en su apartado cuarto: . 

“Asimismo, para la interposición de recursos contra resoluciones dictadas por el Juez o Tribunal que no pongan fin al proceso ni impidan su continuación en cualquier instancia será precisa la consignación como depósito de 25 euros. El mismo importe deberá consignar quien recurra en revisión las resoluciones dictadas por el Secretario Judicial”


Está claro que la disp. adic. 15ª LOPJ únicamente hace referencia a los recursos de revisión. Ello es así porque la posibilidad de recurrir en reposición las resoluciones del LAJ no se introdujo en nuestro ordenamiento hasta la entrada en vigor, el 4 de mayo de 2010, de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial. Esto es, seis meses después de la aparición en nuestro ordenamiento del depósito para recurrir, se modificó el art. 451 LEC, estableciendo: .

“Contra las diligencias de ordenación y decretos no definitivos cabrá recurso de reposición ante el Secretario judicial que dictó la resolución recurrida, excepto en los casos en que la ley prevea recurso directo de revisión”


Por tanto y teniendo en cuenta la finalidad de la reforma por la que se introduce el deposito, "disuadir a quienes recurran sin fundamento jurídico alguno, para que no prolonguen indebidamente el tiempo de resolución del proceso en perjuicio del derecho a la tutela judicial efectiva de las otras partes personadas en el proceso", debiendo interpretarse la norma conforme a dicha finalidad y a la nueva configuración de la dirección del proceso, se mantiene por algunos LAJ que es preciso el deposito para recurrir en reposición las diligencias de ordenación.


A ello se añade que la única exclusión expresamente efectuada por la norma, se refiere al recurso de reposición que la ley exija con carácter previo al recurso de queja.



La postura en contra de la exigibilidad del depósito se basa en la propia literalidad del precepto, a lo que se añade que si el legislador hubiera querido establecer el deposito para las diligencias de ordenación, así lo hubiera efectuado en modificaciones legislativas producidas con posterioridad al 2010. Es también la solución adoptada en el "Compendio de cuestiones sobre la nueva Oficina Judicial" publicado por el Ministerio de Justicia en mayo de 2011 (punto 33).

Momento determinante del deber de consignar el depósito

Con anterioridad a la reforma operada por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, una primera lectura del texto legal generaba vacilación sobre cuál era el trámite determinante de la prestación del depósito, toda vez que se refería a la interposición del recurso como hecho que motivaba la obligación del mismo en los apartados 1, 2, 3 y 4 de la disposición adicional 15.ª LOPJ, pero en ciertos recursos (como en la apelación o en los extraordinarios por infracción procesal y casación), la Ley de Enjuiciamiento Civil distinguía en ese momento dos fases o momentos sucesivos en la formulación del recurso, una fase previa de preparación y otra ulterior de interposición. 

La cuestión se aclaraba en el apartado 6, donde ya se distinguía entre la interposición en los recursos contra resoluciones interlocutorias (que no tenían como regla fase de preparación, aunque en algún caso sí: cfr. arts. 735.2, 736.1 y 741.3 LEC), la presentación para la queja, y la preparación en los demás, fijando uno u otro momento como determinante del deber de depositar, según el tipo de recurso que se ejercitaba. 

La meritada Ley de agilización procesal despeja las dudas provocadas, ya que suprime el trámite de preparación de los recursos devolutivos (apelación, extraordinario por infracción procesal y casación), de forma que los mismos se anuncian y formalizan en un solo escrito; y también desaparece el trámite de preparación en el recurso de queja, que ahora se interpondrá directamente ante el órgano al que corresponda resolver el recurso no tramitado.

En cuanto a la rescisión de sentencia firme a instancias del rebelde y la revisión, que no se tratan propiamente de recursos, aunque el legislador los considere así a efectos de la necesidad de prestar un depósito, sino de medios autónomos de impugnación de sentencias firmes, se fija el momento en la presentación de la demanda. 

En el caso de la revisión civil, al ser innecesaria una regulación sobre lo ya normado, se dispone que seguirá regulándose por lo previsto en el art. 513 LEC, por expreso mandato de lo dispuesto en el apartado 14 de la citada disposición, lo que afecta incluso al plazo de subsanción, no superior a cinco días para su cumplimiento, pasado el cual sin atenderlo se rechazará de plano la demanda. 

Sintetizando lo anterior, el momento del abono sería el siguiente: 


	
• Reposición: Interposición. 

	
• Revisión de resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia: Interposición. 

	
• Apelación: Interposición. 

	
• Queja: Interposición. 

	
• Extraordinario por Infracción Procesal: Interposición. 

	
• Rescisión de sentencia firme a instancia de rebelde: Demanda. 

	
• Casación: Interposición. 

	
• Revisión: Demanda. 



Procedimiento y efectos

El régimen legal del depósito, que se configura legalmente como presupuesto de admisión del recurso, puede resumirse así: 

Notificación

En el momento de notificar la resolución a las partes, junto con las demás menciones legales (recursos que procedan, órgano ante el que deben interponerse y plazo para ello: cfr.: art. 248.4 LOPJ), se indicará la necesidad de constitución de depósito para recurrir, así como la forma de efectuarlo. 

La Instrucción 8/2009, relativa al procedimiento a seguir en relación a la cuenta 9900, de "depósitos de recursos desestimados”, en sus apartados 2 y 3 contiene las siguientes pautas: 


	
•  Se debe indicar a la parte que especifique en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un "Recurso", seguido del código y tipo concreto de recurso del que se trate (siguiendo la numeración y descripción contemplada en el punto séptimo de esta Instrucción). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, el código y tipo concreto de recurso debe indicarse justamente después de especificar los 16 dígitos do la cuenta expediente (separado por un espacio). 

	
•  En aquellos supuestos en que pudieran realizarse ingresos simultáneos por la misma parte procesal (por ejemplo, para cumplir otras exigencias procesales como las previstas en el art. 449 LEC o por pago voluntario o en ejecución forzosa), se le deberá indicar que realice dos operaciones distintas de imposición, indicando en el concepto el tipo de recurso de que se trate en cada caso. Con ello se posibilitará el tratamiento diferenciado de los distintos ingresos. 

	
•  Asimismo, si por una misma parte se recurriera simultáneamente más de una resolución que pudiera afectar a la misma cuenta expediente (por ejemplo, piezas separadas de medidas cautelares coetáneas, incidentes de impugnación,...), deberá indicarse que se han de realizar tantos ingresos o imposiciones diferenciadas como resoluciones a recurrir, indicando igualmente en el concepto el tipo de recurso de que se trate y añadiendo en el campo de observaciones la fecha de la resolución objeto de recurso en formato dd/mm/aaaa. 



Forma de efectuarlo

El depósito deberá consignarse en la oportuna entidad de crédito y en la "Cuenta de Depósitos y Consignaciones" abierta a nombre del Juzgado o del Tribunal, lo que deberá ser acreditado, mediante la presentación de copia del resguardo u orden de ingreso en la cuenta expediente correspondiente al órgano y procedimiento judicial en el que se haya dictado la resolución objeto de recurso. Interpretada literalmente la norma parece vedada la opción de presentar aval bancario u otra forma de pago que no sea la entrega de dinero en la cuenta del Juzgado, mediante efectivo o por transferencia bancaria. 

En el escrito de recurso se hará mención al cumplimiento del requisito o a las circunstancias legales que eximen de dicha obligación. 

El Letrado de la Administración de Justicia verificará la constitución del depósito y dejará constancia de ello en los autos. 

Subsanación

Conforme al tenor literal de la norma "la admisión del recurso precisará que, al interponerse el mismo si se trata de resoluciones interlocutorias, a la presentación del recurso de queja, al presentar la demanda de rescisión de sentencia firme en la rebeldía y revisión, o al anunciarse o prepararse el mismo en los demás casos, se haya consignado (...) la cantidad objeto de depósito, lo que deberá ser acreditado" (apartado 6), disponiendo el apartado 7 que "no se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no esté constituido". Los expresos términos del precepto legal parecen no dejar lugar a duda alguna en el sentido de afirmar que la consecuencia de no constituir depósito alguno en el plazo previsto para interponer el recurso, es causa de inadmisión insubsanable, pero se prevé un trámite de subsanación "si el recurrente hubiera incurrido en defecto, omisión o error en la constitución del depósito", en que se concederá a la parte el plazo de dos días para la subsanación del defecto, con aportación en su caso de documentación acreditativa. De ello resulta que lo que es subsanable es la actuación incorrecta de la parte que incurre en defecto, omisión u error al constituir el depósito, no la falta de constitución del depósito en sí.  

En este sentido, es caso claro de omisión subsanable el no acompañar el resguardo acreditativo de haber efectuado el depósito en el momento de interponer el recurso, aunque se haya efectuado el ingreso en plazo, y también parece susceptible de subsanación el defecto consistente en el ingreso erróneo del depósito en la cuenta de un Juzgado no competente o del órgano judicial competente, pero con distinto número de expediente, o por cantidad distinta a la que exige la norma, según el tipo de recurso.

TÉNGASE EN CUENTA: No faltan opiniones que admiten la subsanabilidad de cualquier tipo de error, por lo que será subsanable no sólo la simple falta de acreditación, sino también la omisión del requisito, es decir, el incumplimiento inicial de la obligación de depósito, así como los defectos y errores en su realización. Y en este sentido, el Tribunal Constitucional ha sentado una doctrina ampliamente favorable a la posibilidad de subsanación de la falta de constitución del depósito (por todas, STC 180/2012, de 15 de octubre).


De lo dispuesto en la citada Instrucción 8/2009, apartados 2 y 5, cabe deducir que es posible un doble momento subsanatorio, con la siguiente secuencia temporal:


	
1. Subsanación de oficio, cuando el ingreso se hubiera efectuado, por error, en la cuenta del órgano judicial pero con distinto número de expediente, en que el Letrado de la Administración de Justicia, previa comprobación de correspondencia y contraste de datos, realizará una transferencia desde la cuenta expediente en la que se hizo el ingreso a la correcta, documentándose este extremo en las actuaciones, o si el ingreso se hubiese producido en la cuenta de otro órgano judicial, en cuyo caso solicitará de aquél la transferencia a la cuenta expediente correcta;

	
2.  Subsanación por la parte en el plazo de dos días, cuando el error no sea subsanable por el Letrado de la Administración de Justicia, lo que sucederá cuando la cuantía del depósito no es exacta o cuando hecho el ingreso en la cuenta de otro Juzgado, éste ha procedido a su devolución, y si se admite que el olvido de ingreso del depósito en sí es subsanable, también la falta de consignación.




Si no se subsanan los defectos en el plazo previsto, se dictará auto que ponga fin al trámite del recurso, o que inadmita la demanda, quedando firme la resolución impugnada. 



Devolución

Si se estimare total o parcialmente el recurso, o la rescisión de sentencia, en la misma resolución se dispondrá la devolución de la totalidad del depósito. Los importes constituidos para recurrir serán reintegrados al recurrente mediante la expedición del mandamiento de pago o transferencia a cuenta no judicial correspondiente. 

Por esta razón podría incluirse en el escrito de recurso un otrosí indicando al Juzgado un número de cuenta donde realizar la transferencia. 

Al hacer la transferencia se indicará, asimismo, el tipo de recurso correspondiente, de entre los especificados en el punto séptimo de la Instrucción. 

Pérdida

Cuando el órgano jurisdiccional inadmita el recurso o la demanda, o confirme la resolución recurrida, el recurrente o demandante perderá el depósito. Su importe será transferido, desde la cuenta expediente correspondiente, a la Cuenta 9900 "DEPÓSITOS DE RECURSOS DESESTIMADOS". 

En el momento de emitir la orden de transferencia a la Cuenta 9900 por la aplicación informática de gestión de las Cuentas de Consignaciones, se deberá indicar el tipo de recurso del que se trate. 
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2. Los recursos civiles tras el RDL 6/2023






2.1. Modificaciones procesales del RDL 6/2023 en materia de recursos


 Destacamos a continuación, y a modo de avance, las medidas que pueden presentar mayor relevancia en materia de recursos.

Así, pese a que la reforma del recurso de casación, también incluida en el decaído proyecto de Ley de Eficiencia Procesal, ya se aprobó por el RDL 5/2023, este nuevo RDL 6/2023 prevé ulteriores ajustes técnicos en este ámbito. Por ejemplo, que no será posible desistir del recurso de casación una vez señalada la fecha para su deliberación, votación y fallo (art. 450.1 LEC).

Además, en virtud de la nueva redacción del art. 398.2 LEC, en cuanto a las costas del recurso, se abre la posibilidad de que no se impongan las costas al recurrente que ha visto desestimado su recurso si la Sala aprecia circunstancias especiales que así lo justifiquen.

El recurso de apelación también experimenta cambios. A destacar que —desde que entre en vigor la reforma—, mediante la modificación del art. 458.1 LEC se establece que el recurso de apelación se interpondrá directamente ante la Audiencia Provincial, en vez de ante el Juzgado, como era lo tradicional hasta la citada reforma.

Una vez presentado el recurso de apelación, se establece que el letrado de la Administración de Justicia, en el plazo de tres días, deberá dictar diligencia de ordenación requiriendo el traslado de los autos del órgano que dictó la resolución apelada. El letrado de Administración de Justicia de este último órgano dará traslado de los autos y notificará a las partes no recurrentes para que comparezcan ante el órgano de apelación competente. Igualmente, y mediante la reforma del art. 461.2 LEC, se establece que la oposición al recurso ya no se presentará ante el órgano que dictó la resolución.

En el supuesto de que se produzca la inadmisión del recurso de apelación, desde que entre en vigor la reforma, se dictará un auto que también implicará la remisión de las actuaciones al órgano que hubiera dictado la resolución objeto de recurso.

Además, en virtud de la nueva redacción del art. 398 LEC, en las costas de los recursos de apelación se aplicará en todo caso la norma general del art. 394 LEC (principio del vencimiento objetivo), cuando hasta la reforma la aplicación de dicho principio solo procedía en los casos de desestimación de todas las pretensiones del recurso de apelación. De esta forma, cuando el recurrente vea estimado íntegramente su recurso de apelación, tendrá derecho a las costas de la alzada.

En los casos de revisión de sentencias firmes con ocasión de resoluciones del TEDH (art. 510.2 LEC), la reforma añade la posibilidad de intervención de la Abogacía del Estado mediante la aportación de información o presentación de observaciones escritas sobre cuestiones relativas a la ejecución de la Sentencia del TEDH (art. 514.5 LEC).

Asimismo, se prevé expresamente que serán recurribles en casación las sentencias dictadas por las audiencias provinciales en los recursos contra las resoluciones que agotan la vía administrativa en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas (art. 477.1 II LEC).

Las referidas modificaciones procesales, contenidas en el título VIII del libro primero del RDL 6/2023, entraron en vigor a los 3 meses desde la publicación del RDL 6/2017 en el BOE, esto es, el 20 de marzo de 2024.
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2.2. Novedades en la regulación de los recursos desde el RDL 6/2023


 Atendiendo a lo dispuesto en la DT 2ª y DF 9ª.2 II RDL 6/2023, la reforma procesal ordenada por el mismo es aplicable a los procesos incoados a partir del 20 de marzo de 2024, fecha a partir de la cual deberán tenerse en cuenta las siguientes novedades en la interposición y sustanciación de los recursos regulados en la LEC.

Recurso de revisión


Se establece en el nuevo art. 454 bis.1 I LEC que cabrá este recurso contra el decreto resolutivo de la reposición y recurso directo de revisión contra los decretos por los que se ponga fin al procedimiento o impidan su continuación. Dichos recursos carecerán de efectos suspensivos sin que, en ningún caso, proceda actuar en sentido contrario a lo que se hubiese resuelto.



Hasta la reforma por RDL 6/2023, el precepto en cuestión, al regular el recurso de revisión que debía ser resuelto por los letrados de la Administración de Justicia, establecía que contra el decreto resolutivo de la reposición no se daría recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión, necesariamente, en la primera audiencia ante el Tribunal tras la toma de la decisión y, si no fuera posible por el estado de los autos, se podría solicitar mediante escrito antes de que se dictara la resolución definitiva para que se solvente en ella.

Pues bien, el Tribunal Constitucional en sentencia de Pleno de 15/2020, de 28 de enero, declaró la inconstitucionalidad del precepto, por vulnerar el derecho a la tutela judicial efectiva al crear un régimen de impugnación de las decisiones de los letrados de la Administración de Justicia generador de un espacio inmune al control jurisdiccional.

En definitiva, la sentencia concluyó que el precepto cuestionado vulneraba el derecho a la tutela judicial efectiva, ya que creaba un régimen de impugnación de las decisiones de los letrados de la Administración de Justicia generador de un espacio inmune al control jurisdiccional. En consecuencia, declaró la inconstitucionalidad y nulidad del precepto, precisando que, en tanto el legislador no se pronunciara al respecto, lo que lleva a efecto la presente reforma, el recurso judicial procedente frente al decreto del letrado de la Administración de Justicia resolutivo de la reposición había de ser el directo de revisión al que se refería el propio art. 454 bis LEC.

En efecto, el reformado art. 454 bis.1 I LEC cubre la eventualidad de que existan supuestos en los que la decisión del letrado de la Administración de Justicia concierna a cuestiones relevantes en el marco del proceso que atañen a la función jurisdiccional reservada en exclusiva a jueces y magistrados y que, sin embargo, quedaban excluidos por el legislador del recurso directo de revisión ante los titulares de la potestad jurisdiccional.

Recurso de apelación

En cuanto a la interposición del recurso de apelación, este se interpondrá directamente ante el tribunal competente para conocer del mismo (y no ante el que dictó la resolución impugnada), manteniéndose el plazo de 20 días.

Una vez interpuesto, y con carácter previo a la decisión de admisión o inadmisión a trámite del recurso, el letrado o letrada de la Administración de Justicia dictará en el plazo de tres días diligencia de ordenación requiriendo del órgano que hubiera dictado la resolución objeto de recurso la elevación de las actuaciones e indicándole la parte o partes apelantes. Sin perjuicio de lo anterior, en el mismo día en el que se reciba el escrito interponiendo recurso de apelación, se informará de esta circunstancia al órgano que hubiera dictado la resolución objeto de recurso.

Recibido el requerimiento anterior, el letrado o letrada de la Administración de Justicia del órgano que hubiera dictado la resolución objeto de recurso acordará la remisión de los autos, con emplazamiento de las partes no recurrentes al efecto de que comparezcan ante el tribunal competente para conocer del recurso en el plazo de diez días.


Si el tribunal entendiera que no se cumplen los requisitos de admisión, dictará auto de inadmisión y la remisión de las actuaciones al órgano que hubiera dictado la resolución objeto de recurso. No siendo susceptible ya de interponer recurso de queja contra este auto (art. 458 LEC reformado por RDL 6/2023).



En cuanto a la oposición al recurso de apelación, el escrito de oposición se presentará ante el tribunal competente para conocer del recurso y no ante el tribunal que dictó la resolución apelada (nuevo art. 461.1 LEC).

En cuanto a la tramitación del recurso, se establece como novedad en el art. 455.4 LEC que se tramitarán preferentemente los recursos de apelación legalmente previstos contra resoluciones definitivas dictadas en la tramitación de los procedimientos testigo, así como contra los autos en que se acuerde la suspensión del curso de las actuaciones hasta que se dicte sentencia firme en el procedimiento identificado como testigo.

Por otro lado, el art. 463 LEC, que regulaba lo que denominaba “remisión de los autos”, cambia por completo su redacción, pasando a denominarse «Ejecución provisional de la resolución recurrida», teniendo la siguiente redacción:


«Si se hubiere solicitado la ejecución provisional, quedará en el tribunal de primera instancia testimonio de lo necesario para dicha ejecución.

Cuando se hubiere solicitado después de haberse remitido los autos al tribunal competente para resolver la apelación, el solicitante deberá obtener previamente de este testimonio de lo que sea necesario para la ejecución».



En este punto, no es ocioso recordar que el art. 463 LEC, en su redacción anterior a la reforma por RDL 6/2023 —además de lo que ordenaba sobre ejecución provisional que se mantiene después de la citada reforma—, disponía el emplazamiento de las partes por treinta días para su personación ante el órgano ad quem; habiendo sido cuestionaba por muchos lo absurdo de esta exigencia de personación ante la Audiencia Provincial, en aquellos supuestos en los cuales no se había formulado solicitud probatoria ni vista ni había actuaciones a realizar ante la Audiencia que no fueran la final deliberación, votación y fallo.


Y esta previsión carece ya de sentido, desde que la reforma por RDL 6/2023 prevé la interposición del recurso de apelación directamente ante el tribunal competente para conocer del mismo.



En cuanto, a la admisión de pruebas y señalamiento de vista, a tenor del art. 464.1 LEC, el tribunal que haya de resolver sobre la apelación, si se hubiesen aportado nuevos documentos o propuesta prueba, acordará lo que proceda sobre su admisión en el plazo de diez días. Si hubiere de practicarse prueba, el letrado o letrada de la Administración de Justicia señalará día para la vista, que se celebrará, dentro del mes siguiente, con arreglo a lo previsto para el juicio verbal.

En cuanto a la resolución de la apelación, dice el art. 465.7 LEC que firme la resolución que hubiera resuelto el recurso de apelación, el LAJ acordará la remisión de las actuaciones al órgano que hubiera dictado la resolución objeto del mismo.

En cuanto a las costas del recurso de apelación, establece el art. 398.1 LEC que se aplicará en todo caso la norma general del art. 394 LEC (principio del vencimiento objetivo), cuando hasta la reforma la aplicación de dicho principio solo procedía en los casos de desestimación de todas las pretensiones del recurso de apelación. De esta forma, cuando el recurrente vea estimado íntegramente su recurso de apelación, tendrá derecho a las costas de la alzada.


En cuanto a los recursos contra la sentencia de segunda instancia, establece el art. 466 LEC que contra las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en la segunda instancia de cualquier tipo de proceso civil podrán las partes legitimadas interponer el recurso de casación.



Recurso de casación

Se incluyen en el art. 477.1 II LEC como recurribles en casación las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en los recursos contra las resoluciones que agotan la vía administrativa dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

El art. 206.1.2ª II LEC establece que el recurso de casación podrá decidirse mediante auto en los casos previstos en el art. 487.1 LEC, que se refiere a aquellos supuestos en que habiendo ya doctrina jurisprudencial sobre la cuestión o cuestiones planteadas, la resolución impugnada se oponga a dicha doctrina, en cuyo caso el recurso podrá decidirse mediante auto que, casando la resolución recurrida, devolverá el asunto al tribunal de su procedencia para que dicte nueva resolución de acuerdo con la doctrina jurisprudencial.


En el art. 398 LEC se establece como novedad que la desestimación total del recurso de casación llevará aparejada la imposición de costas a la parte recurrente, salvo que la Sala aprecie circunstancias especiales que justifiquen otro pronunciamiento; y si el recurso de casación fuere estimado total o parcialmente, no se impondrán las costas a ninguna de las partes.
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